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En la República Argentina las propuestas educativas inclusivas han sido promovidas por políticas públicas, y ello ha tenido como corolario que un relevante número de estudiantes  con discapacidad, que antes no tenían acceso a la educación, hoy se encuentren participando en el sistema educativo; también, muchos de  ellos, que asistían sólo a la educación especial, en la actualidad construyen su historia escolar en instituciones de educación y accediendo a la formación universitaria. 
La Argentina reconoce que aún persisten desafíos y tareas a implementar, pero continuamos avanzado hacia un sistema de educación incluyente, promoviendo un proceso de desarrollo y aplicación de  medidas necesarias, para que los estudiantes con discapacidad accedan, participen, permanezcan  y egresen  en  escuelas inclusivas con los apoyos y ajustes razonables que requieran en el sistema educativo general.
El último Censo informa la presencia de 5.114.190 de ciudadanos y ciudadanas con dificultad o limitaciones permanentes para ver, oír, moverse, entender o aprender, lo que arroja una prevalencia sobre el total de la población del 12,9%, del cual el 5,5% están en edad escolar obligatoria –de 5 a 19 años-.

La modalidad de educación especial cuenta con 1.821 escuelas, de las cuales el 78% son estatales. Estas instituciones brindaron educación a 172.688 alumnos. De esos estudiantes,  127.508 asistían a un establecimiento de educación especial y 45.180 estaban integrados en escuelas regulares. 
En el año 2013 los datos muestran que los estudiantes en educación especial alcanzan  los  99.314  y,  los alumnos incluidos ascienden a 64.734.
La educación de las personas con discapacidad como parte de una política transversal al sistema educativo también se materializa a  nivel legislativo. 

A diferencia de lo que acontecía con la anterior Ley Federal de Educación donde el discurso predominante responsabilizaba a la educación especial de la educación inclusiva, la Ley de Educación N°26.206 cambia la perspectiva, y garantiza la inclusión educativa a través de políticas universales y de estrategias pedagógicas y de asignación de recursos que dan prioridad a los sectores más desfavorecidos de la sociedad, asegurando  condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin admitir discriminación de género ni de ningún otro tipo.
Ello se acompaña con resoluciones del Consejo Federal de Educación (CFE) como la Resolución CFE N° 174 sobre “Pautas federales para el mejoramiento de la enseñanza y el aprendizaje y las trayectorias escolares, en el nivel inicial, nivel primario y modalidades, y su regulación; la Resolución CFE N° 155 entiende a la inclusión educativa como política pública y la integración como una estrategia para alcanzar el objetivo de la inclusión. 
Otro punto importante en relación a generar los entornos adecuados para que los alumnos con discapacidad puedan contar con la accesibilidad adecuada, refiere a la modificación de las barreras a la participación. En este sentido, si bien aún continúan escuelas con obstáculos para los estudiantes con discapacidad, mediante el Plan 700 Escuelas del Ministerio Nacional, se construyeron 1.611 establecimientos con condiciones arquitectónicas de accesibilidad y otras 269 se encuentran en proceso de construcción.

Asimismo, se han entregado a los estudiantes con discapacidad netbook mediante el programa CONECTAR IGUALDAD equipadas de acuerdo  a las necesidades de los estudiantes. 

Respecto a la Educación Superior, el Ministerio de Educación, a través de la Secretaría de Políticas Universitaria implementa desde el año 2012 Programa de Apoyo a Políticas de Bienestar Universitario, con el propósito de posibilitar el ingreso, la formación y el pleno desenvolvimiento en la vida universitaria de las personas con discapacidad en condiciones de calidad y de equidad educativa, dentro del marco del Programa PODES se llevó adelante el relevamiento de la población de estudiantes universitarios con discapacidad, realizando la entrega de 1900 notebook en 49 Universidades,  equipadas con la  tecnología y software adecuados a las necesidades de sus estudiantes. Además se creo un Portal Web PODES en el cual los alumnos pueden registrarse al relevamiento de estudiantes universitarios con discapacidad, para acceder a materiales y contenidos digitales especialmente diseñados.
Asumido el compromiso de crear las condiciones para la toma de conciencia acerca de la diversidad como una característica más entre las que definen la heterogeneidad de los actores involucrados en la educación universitaria se desarrollan en diferentes universidades acciones que hacen posible la construcción de una cultura inclusiva. 

En cumplimiento de la Ley Nacional de Salud Mental N° 26.657 (LNSM) que ordena realizar recomendaciones a las universidades públicas y privadas para que adecuen la formación de los futuros profesionales del campo de la salud mental, y la capacitación y actualización de los actuales, la Comisión Nacional Interministerial en Políticas de Salud Mental y Adicciones (CONISMA) realizó un amplio proceso de consultas para elaborar dichas sugerencias redactado el documento "Recomendaciones a las Universidades Públicas y Privadas – Artículo 33 de la Ley Nacional Nº 26.657".   A ello, se suman normativas y programas que promueven el enfoque de derecho a la educación inclusiva. 
Como mencioné anteriormente, somos conscientes que aún quedan tareas pendientes, entendiendo que la educación de las personas con discapacidad es parte de una política transversal al sistema educativo.

Muchas gracias.
